
Apuntes sobre el principio de equivalencia Contratos de préstamo hipotecario 

Según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, corresponde exclusivamente al 
juez nacional, que conoce del litigio y que ha de asumir la responsabilidad de la 
resolución judicial que debe adoptarse, apreciar, a la luz de las particularidades del 
asunto, tanto la necesidad de una decisión prejudicial para poder dictar sentencia 
como la pertinencia de las cuestiones que plantea al Tribunal de Justicia, que disfrutan 
de una presunción de pertinencia. Por consiguiente, cuando la cuestión planteada se 
refiera a la interpretación o a la validez de una norma del Derecho de la Unión, el 
Tribunal de Justicia está, en principio, obligado a pronunciarse, salvo si resulta patente 
que la interpretación solicitada no guarda relación alguna con la realidad o con el 
objeto del litigio principal, si el problema es de naturaleza hipotética o también si el 
Tribunal de Justicia no dispone de los elementos de hecho o de Derecho necesarios 
para responder adecuadamente a tal cuestión (sentencia de 12 de diciembre de 2024, 
Kutxabank, C-300/23, EU:C:2024:1026, apartado 59 y jurisprudencia citada). 

Es preciso también recordar que el principio de equivalencia implica que los 
procedimientos de aplicación del Derecho de la Unión que son propios del 
ordenamiento jurídico interno de los Estados miembros en virtud del principio de 
autonomía procesal de estos no deben ser menos favorables que los que se siguen en 
situaciones similares de carácter interno (véase, en este sentido, la sentencia de 17 de 
mayo de 2022, Unicaja Banco, C-869/19, EU:C:2022:397, apartado 22 y jurisprudencia 
citada). 

Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el artículo 6, apartado 1, de la 
Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que procede considerar, en 
principio, que una cláusula contractual declarada abusiva nunca ha existido, de 
manera que no podrá tener efectos frente al consumidor. Por consiguiente, la 
declaración judicial del carácter abusivo de tal cláusula debe tener como 
consecuencia, en principio, el restablecimiento de la situación de hecho y de Derecho 
en la que se encontraría el consumidor de no haber existido dicha cláusula. Se deduce 
de lo anterior que la obligación del juez nacional de dejar sin aplicación una cláusula 
contractual abusiva que imponga el pago de importes que resulten ser cantidades 
indebidamente pagadas genera, en principio, el correspondiente efecto restitutorio en 
relación con tales importes. No obstante, por una parte, el Tribunal de Justicia ha 
reconocido que la protección del consumidor no es absoluta y que la fijación de plazos 
razonables de carácter preclusivo para recurrir, en interés de la seguridad jurídica, es 
compatible con el Derecho de la Unión. De este modo, la Directiva 93/13 y el principio 
de equivalencia no se oponen a que la acción dirigida a hacer valer los efectos 
restitutorios de la declaración de nulidad de una cláusula contractual abusiva esté 
sometida a un plazo de prescripción, a la vez que se mantiene la imprescriptibilidad de 
la acción dirigida a la declaración de la nulidad de tal cláusula, siempre que ese plazo 
de prescripción no sea menos favorable que el aplicable a las acciones basadas en el 
incumplimiento del Derecho interno y que tengan un objeto y una causa semejantes. 
De esta forma los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 y el 
principio de equivalencia deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una 
norma o una doctrina jurisprudencial nacional que, al mismo tiempo que establece el 
carácter imprescriptible de la acción cuyo objeto es declarar la nulidad de una cláusula 
abusiva incluida en un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor, 
somete a un plazo de prescripción la acción dirigida a hacer valer los efectos 
restitutorios de esta declaración, siempre que el ordenamiento jurídico nacional 
contemple, en ámbitos diferentes de los cubiertos por la Directiva 93/13, acciones 
basadas en los efectos de una declaración de nulidad que sean semejantes, desde el 
punto de vista de su objeto, su causa y sus elementos esenciales, a la acción dirigida 



a hacer valer tales efectos restitutorios y que estén sometidas a un plazo de 
prescripción comparable al que se aplica a esta última acción. 
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